Exposición de motivos

Proyecto de Ley  N° ___  de 2007 Senado

“Por medio del cual se expiden normas para la reserva y el secreto profesional en inteligencia y contrainteligencia, se establecen mecanismos para la protección a los servidores públicos que realizan estas actividades y se dictan otras disposiciones”

Introducción.

Durante los últimos años y particularmente a raíz de la política de seguridad democrática se ha dado en el país el debate sobre la efectividad, coordinación y controles que debe tener la actividad de inteligencia que desde distintas instituciones del Estado se realiza a efectos de mejorar la capacidad institucional para prevenir y responder a las acciones individuales o de grupos organizados que amenazan la seguridad de los habitantes, del Estado o del ordenamiento jurídico colombiano.

En razón a la complejidad de las actividades terroristas y de delincuencia común que subvierten el orden público y afectan la seguridad y la libertad de los ciudadanos y a la necesidad de que las instituciones cuenten con las herramientas, el apoyo técnico humano especializado necesario para identificar, neutralizar, desarticular dichas actividades, la suscrita elaboró conjuntamente con el Ministerio de Defensa el proyecto de ley sobre el cual rindo ponencia.

La información hoy más que nunca se entiende como fundamental y transversal a todos los procesos sociales. La información relacionada con la seguridad y el orden público es de gran trascendencia para el funcionamiento del Estado de Derecho. Hoy, cuando el terrorismo se ha vuelto una amenaza que traspasa fronteras y sus mecanismos y tiempos aumentan en sofisticación, las sociedades y las instituciones se enfrentan al desafío de mejorar su eficacia con herramientas donde el mayor componente es de información y análisis sobre la amenaza a la seguridad de los ciudadanos, a las instituciones, a la democracia y el estado de derecho. Información que una vez evaluada permita al Estado adelantar operaciones para contener cualquier amenaza al orden publico, a la seguridad ciudadana y a la seguridad nacional, respetando siempre el orden democrático y constitucional.

La actividad de inteligencia es una de las más importantes y estratégicas herramientas con que cuenta el Estado para hacer frente al terrorismo, el crimen organizado y a cualquier factor que los amenace. Es básica para prevenir sus efectos más perversos y para conseguir pruebas que puedan ser usadas en juicios y en la identificación y desarticulación de redes criminales.  

El Servicio de inteligencia es, a través de sus organismos especializados, el responsable de facilitar al Gobierno la información, análisis, y estudios que no están al alcance  de otras instituciones,  para que éste pueda tomar decisiones que contrarresten con eficacia amenazas y agresiones a la estabilidad y los intereses de la nación y sus instituciones.

Aunque por los retos nacionales e internacionales es necesario disponer de un Servicio de Inteligencia especializado y moderno, hoy en día la actividad de inteligencia en Colombia enfrenta serias dificultades para su ejercicio, problemas que a pesar de estar completamente identificados no han tenido solución en parte por la carencia de un marco jurídico básico que les permita alcanzar los siguientes objetivos:  

1. Búsqueda de información que sirva para el mejor cumplimiento de las funciones de la defensa de la seguridad del Estado.

2. Desarrollo de las actividades de inteligencia, atendiendo la especialidad propia de cada agencia.

3. Coordinación y complementariedad en la labor de las diferentes agencias para lograr la efectividad y eficacia de la investigación y las acciones que realizan.

El proyecto presentado procura además brindar soporte a los siguientes propósitos:

· La seguridad jurídica de los servidores públicos, auxiliadores que cumplen tareas de inteligencia; 

· Seguridad operacional y efectividad de las operaciones realizadas; 

· Protección de las fuentes de inteligencia; 

· Protección de los procedimientos; 

· Aprovechamiento de la producción de inteligencia procurando su accionabilidad oportuna y 

· Mejoramiento del proceso de análisis y toma de decisiones respecto a la información recolectada.

El vacío jurídico ha llevado a varios problemas. De una parte, agentes que han logrado infiltrarse en organizaciones criminales han terminado en la cárcel, pues en ocasiones se dificulta demostrar su actuación a favor del Estado. En segundo lugar, la ley no protege a sus fuentes. Si un juez los cita, están obligados a declarar bajo juramento sobre el origen de su información y las actividades en desarrollo. 

Por lo anterior; estos funcionarios públicos no tienen un mecanismo de protección legal a su identidad, con lo cual se encuentran, ellos y sus familias en constante peligro, al igual que la red de fuentes construidas en cumplimiento de sus misiones. Al no tener una protección suficiente a su actividad, diferentes personas podría tener acceso a la nómina de la institución para la que trabajan y descubrir su función, arriesgando no sólo la vida e integridad del funcionario y su familia, sino especialmente el  éxito de las investigaciones. 

En este sentido, la necesidad de legislar sobre el campo de acción de los servicios de inteligencia es evidente.  

El objetivo del proyecto es proporcionar un instrumento eficaz que contribuya a la política de defensa y seguridad, al mejor cumplimiento de la función del Estado de proteger la vida y libertad de los ciudadanos.  Debe ser la primera de una serie de normas que tengan como fin el ordenamiento de la actividad de inteligencia nacional, manteniendo como principio la transparencia, la eficacia, el control, la cooperación y la defensa de la democracia.

Honorables congresistas, la inteligencia es una labor incomprendida y poco discutida dentro del órgano legislativo a pesar de su fundamental papel en el mantenimiento de la seguridad y los intereses del Estado colombiano. Este proyecto se propone dar un marco básico de protección a aquellos servidores que se dedican a la producción de inteligencia y a la vez, propiciar mayor control y mejor manejo de la información, con protección de sus fuentes, amparándolas bajo el secreto profesional. 

Cooperación internacional.

La transparencia y efectividad alcanzada por el Gobierno Colombiano en el marco de la Política de Seguridad Democrática, ha llevado a una inserción positiva de los Organismos de Seguridad del Estado en los bloques regionales, hemisféricos y globales en materia de seguridad y justicia. 

Esta confianza y reconocimiento de otros países y organismos multilaterales al país, se refleja en la suscripción de recientes acuerdos como el firmado por iniciativa de la Policía Nacional, entre el Presidente Uribe y Javier Solana Representante de la Política Exterior y de seguridad Común de la Unión Europea, el 9 de enero de 2004 en Bruselas, el cual posicionó a  Colombia como el único país del Hemisferio, con oficina de enlace en la sede de Europol, ciudad de la Haya-Holanda. 

Este Acuerdo que permite el intercambio de información de inteligencia entre los países Europeos y Colombia,  exige para nuestro país y especialmente para los Organismos de Inteligencia, estrictas normas de protección de la reserva y el secreto profesional y  principalmente un estricto apego al respeto y garantía de los derechos fundamentales. Los elementos mencionados están contemplados también en el presente proyecto.
 

En el mismo sentido, Colombia a través de la Dirección de Inteligencia de la Policía Nacional, es la fundadora de la Comunidad Latinoamérica y del Caribe de Inteligencia Policial, de la que hoy son miembros 19 países y observadores, la Unión Europea, la OEA y la ONU. 

Este mecanismo que propende por aumentar los lazos e integración con nuestros vecinos, así como combatir específicamente amenazas como el narcotráfico y el secuestro, es el único en su género en la región. Ya tiene sus propios estatutos y entre sus exigencias se encuentra el actuar en materia de intercambio de información de inteligencia, siempre bajo los parámetros de transparencia, cooperación, reserva y seguridad de las actividades comunes inherentes al mecanismo. Estos aspectos son contemplados también en  el presente proyecto de ley.

No obstante lo anterior, parecería que en materia de cooperación internacional resulta indispensable una estrategia más activa que apoye la labor de inteligencia que adelantan los organismos de Estado, e inclusive propender por la mayor participación de agentes de inteligencia colombiana en investigaciones conjuntas con organismos de inteligencia de otros países, para detectar, perseguir y neutralizar organizaciones transnacionales del terrorismo o el crimen que constituyan una amenaza a los habitantes del territorio o al Estado y al orden jurídico colombiano.

Jurisprudencia y antecedentes.

La iniciativa puesta a consideración de los honorables congresistas ha sido motivo de discusión anteriormente en la mayoría de aspectos que aquí proponemos
, cumpliendo tres de sus debates sin llegar a feliz termino por motivos no relacionados con el articulado,  sino con los tiempos propios del congreso.  Ello se constituye en un antecedente positivo en la medida en que además de ser una propuesta debatida y aceptada, es reconocida  por muchos parlamentarios como fundamental.

La Corte Constitucional se ha pronunciado sobre este tema en varias ocasiones. Según esta institución
, la labor realizada por los organismos de inteligencia militar debe estar encaminada a perseguir y poner a disposición de los jueces a los presuntos delincuentes.  En este orden, los funcionarios deben efectuar sus propias investigaciones que se deben hacer sin vulnerar los derechos fundamentales tales como la intimidad, el buen nombre y la honra de las personas. 

Para tales efectos las investigaciones deben adelantarse bajo los estrictos lineamientos impuestos por el principio de la reserva.  Todos estos preceptos se encuentran consagrados jurisprudencialmente y la Corte Constitucional se ha pronunciado reiteradamente respecto a estos y a las labores de inteligencia. La problemática según la Corte, reside en que no existe un criterio profesional, constitucional y legal en el funcionamiento de la inteligencia militar para el manejo de la información que reciben, procesan y entregan a la opinión estos organismos.

El  caso del ex-guerrillero Darío A. Mejía, es un buen ejemplo de ello.  Inteligencia militar dio a conocer una  información que no era verídica y completa, no obstante lo cual se hizo circular, violando con ello sus derechos fundamentales. La gravedad de estos hechos no se limita a que se vea comprometido al ámbito de la eficiencia militar. La presentación asertiva de la información recogida por los organismos de inteligencia y la forma  descuidada como ella se distribuye a los medios de comunicación, ponen en peligro los derechos fundamentales de todos los ciudadanos.

Para el Magistrado Ciro Angarita Barón, la trascendencia de estos aspectos amerita una importante reflexión y regulación. Es importante constitucionalizar las labores de inteligencia como también proteger los derechos fundamentales de sus funcionarios que realizan  tan importante labor.

Dice la citada sentencia de la Corte en relación con la inteligencia militar: 
La función constitucional de la  inteligencia militar

a.  La constitucionalización del derecho incluye obviamente las funciones y prácticas de los organismos del Estado. Esto es especialmente necesario y urgente en el caso de las oficinas de inteligencia militar.  La organización y funcionamiento de la seguridad del Estado colombiano ha obedecido con frecuencia a los principios y esquemas de la razón de Estado y en el mejor de los casos ha actuado de manera ajena e independiente a las exigencias del Estado social de derecho. 

Una de las manifestaciones más dramáticas de la falta de criterio profesional y constitucional y legal en el funcionamiento de la inteligencia militar, se presenta en el manejo de la información que reciben, procesan y entregan a la opinión estos organismos. Los procedimientos empleados en la búsqueda son a veces poco confiables. El  caso del ex-guerrillero Darío A. Mejía que ocupa a esta Corte, es un buen ejemplo de ello: la información no era verídica y completa, no obstante lo cual se hizo circular, violando con ello derechos del peticionario. 

Pero la gravedad de estos hechos no se limitan al ámbito de la eficiencia militar. La presentación asertiva de la información recogida por los organismos de inteligencia y la forma  descuidada como ella se distribuye a los medios de comunicación, ponen en peligro los derechos fundamentales de las personas.

La trascendencia de estos aspectos ameritan algunas consideraciones adicionales de la Corte acerca del manejo de información de inteligencia.

a.- La seguridad del Estado sólo puede ser entendida como una actividad reglada y mediatizada por propósitos independientes al aparato estatal mismo, puesto que su mira fundamental es la protección de los derechos de las personas.  Es un instrumento de protección individual y no un fin en si misma.  De acuerdo con este principio general, la labor realizada por los organismos de  inteligencia militar debe estar encaminada a  perseguir y poner a disposición de los jueces a los presuntos delincuentes.   

b) La  presunción de inocencia es un derecho fundamental consagrado en el inciso cuarto del artículo 29 y en el artículo 248 de la Constitución Nacional. En consecuencia, toda información relativa a personas no sancionadas judicialmente debe adoptar formas lingüísticas condicionales o dubitativas, que denoten la falta de seguridad  sobre la culpabilidad.
Esta Corte se ha pronunciado al respecto en la sentencia T-444 de julio 7 de 1992 con ponencia de  del Magistrado Alejandro Martínez Caballero, en la cual se dijo:

"Los organismos de seguridad, pueden y deben contar con toda la información necesaria para el normal, adecuado, eficiente, legítimo  y democrático ejercicio de su función de servicio a la sociedad civil y defensa del orden público y de las instituciones. Pero, eso sí,  dichas instancias estatales no pueden difundir al exterior la información sobre una persona, salvo en el único evento de un "antecedente" penal o contravencional, el cual permite divulgar a  terceros la información oficial sobre una persona" ( fl. 21)

c. Lo anterior no impide que los organismos de inteligencia realicen sus propias investigaciones. Pero lo harán sin vulnerar los derechos fundamentales tales como la intimidad, el buen nombre y la honra de las personas. Para tal efecto las investigaciones deben adelantarse bajo los estrictos lineamientos impuestos por el principio de la reserva. Así lo señala la sentencia de la Corte citada anteriormente:

"...Luego el Estado debe guardar la absoluta reserva y dar a conocer al interesado sólo aquella parte que pueda conocer, actualizar o rectificar en virtud del artículo 15 de la Constitución (...) Y frente a terceros la reserva es total" .

La labor que realicen los organismos encargados de llevar a cabo la investigación, no debe hacerse pública antes de la etapa de juzgamiento (...) por más importante que resulte el hallazgo hecho y mucho menos en "ruedas de prensa" realizadas a fin de explicar a la opinión pública  el método utilizado, o los resultados obtenidos o los presuntos infractores de la ley penal, pues este comportamiento viola el derecho al buen nombre, entorpece el desarrollo de la futura investigación penal y es un mecanismo de presión de un fallo anticipado" .

d. Por consiguiente, los informes destinados a los medios de comunicación provenientes de los organismos de seguridad del Estado deben ser excepcionales y responder siempre a propósitos de seguridad bien precisos. Su divulgación no debe afectar los derechos fundamentales de las personas. Los datos de que disponen los organismos de inteligencia no pueden ser divulgados con criterios de mera información periodística.

La Corte en la sentencia T 444 de 1992, ha recalcado que estas actividades tienen como marco constitucional “ Los artículos 217 y 218 de la Constitución, en concordancia con los artículos 1° (dignidad humana y prevalencía del interés general), 4° (respeto y obediencia a las autoridades), 29 (debido proceso), 83 (presunción de la buena fe), en la función de mantener el orden constitucional y la convivencia pacífica..."
. Sin embargo, es necesario proveer al sistema de elementos más específicos que regulen estas actividades complementando el marco jurídico y logrando una protección más efectiva para la población.

Un tema que ha tenido un mayor desarrollo por parte de esta Corte es el manejo de la información de los servicios de inteligencia. En este orden, se ha dejado claro que el estado tiene  la facultad de adelantar investigaciones contra las personas que presuntamente atentan contra el orden público y jurídico del país.  Sin embargo el manejo de esta información debe respetar el derecho a la intimidad y el derecho al habeas data. En este sentido ha afirmado la Corte que las personas “tienen el derecho a que de ella se conozca solo lo mínimo para el normal convivir en sociedad y el Estado tiene el derecho a conocer lo máximo necesario para la debida protección de las personas y las instituciones”.  Por lo que los organismos de seguridad del Estado, internamente, pueden y deben contar con toda la información necesaria para el normal, adecuado, eficiente, legítimo y democrático ejercicio de su función de servicio a la sociedad civil y defensa del orden público y de las instituciones.

Teniendo en cuenta lo anterior, este proyecto brinda las herramientas necesarias para la eficaz protección de los derechos fundamentales como lo es la intimidad, el buen nombre y la honra de las personas, Por medio de la reserva legal y el secreto profesional, no solo se le da una protección y un debido manejo a la información, sino también a los ciudadanos.

Contenido del Proyecto
El presente proyecto de ley, tiene una doble finalidad: La   protección y control a los funcionarios de inteligencia y establecer mecanismos que permitan el cumplimiento de su misión constitucional.

Para lograr este objetivo, el proyecto consta de cuatro capítulos en donde se establecen los principios generales de la actividad de inteligencia, se constituyen la reserva y el secreto profesional de inteligencia y contrainteligencia, la protección a sus  servidores públicos y la coordinación de la actividad de inteligencia y contrainteligencia.

Capitulo I. Principios Generales.

En este capitulo,  debe resaltarse el artículo segundo, en donde se establecen los límites de la actividad de inteligencia y contrainteligencia. Dichos límites se refieren al cumplimiento estricto de la Constitución y la ley, el respeto de los derechos humanos y el Derecho Humanitario y en especial de los derechos a la honra, el buen nombre y a la intimidad personal y familiar. Este artículo responde a la necesidad de darle una solución al vacío normativo que existe en esta materia, y acata los lineamientos dados por la Corte Constitucional.

Igualmente el artículo segundo, señala taxativamente los propósitos para los cuales se puede obtener información, limita las operaciones de las agencias de inteligencia y de sus agentes a dichos propósitos y prohíbe el inicio de acción alguna sin previa autorización del organismo correspondiente.

Por otra parte el artículo tercero dispone la designación de un funcionario del más alto nivel para que supervise las actividades de inteligencia y garantice que estas sean conformes con la constitución y las leyes, sin perjuicio de las atribuciones asignadas a las autoridades judiciales y a organismos de control del Estado.
Los funcionarios de Inteligencia y contrainteligencia, son responsables de facilitar al Gobierno de la Nación las informaciones, análisis, estudios o propuestas que permitan prevenir y evitar cualquier peligro, o agresión a los intereses nacionales y la estabilidad del Estado de derecho y sus instituciones, con este fin deben trabajar en la búsqueda de y obtención de la información. En este orden de ideas, el artículo cuarto establece que estas labores deberán adelantarse bajo el estricto cumplimiento del deber legal, a través de la utilización de medios humanos y​/o técnicos.

Capitulo II. De la reserva y el secreto profesional en Inteligencia y Contrainteligencia.
En este capitulo, el artículo quinto define la reserva legal que consiste en que a juicio de los funcionarios de inteligencia, la información, material o documentos que en desarrollo de sus funciones de esta actividad tienen carácter de información clasificada y estarán amparados por esta figura. Adicionalmente y para efectos de hacer más efectiva la reserva legal, el artículo sexto consagra las sanciones disciplinarias y penales para el servidor público que indebidamente haga uso o de a conocer información o documentos clasificados. Este deber de reserva permanecerá aún después del cese de sus funciones o retiro de la institución.

Se regula igualmente el secreto profesional, complemento de la reserva legal. Este artículo trata específicamente de hacer más estricta la conducta del funcionario que debe regirse por principios éticos. La información obtenida deber ser de circulación cerrada y de uso propio de estas instituciones.
Capitulo III. Protección de los servidores públicos que realizan actividades de inteligencia y contrainteligencia.

Para la protección de la vida y la integridad de los servidores públicos que realizan este tipo de actividades, así como facilitar la realización de las actividades propias de su cargo,  el artículo octavo establece que Estado creará mecanismos para la protección de su identidad. Para implementar estos mecanismos las entidades estatales deberán poner en marcha las medidas de control necesarias para el buen funcionamiento de estos mecanismos y podrán suscribir convenios interinstitucionales para su  coordinación.

Estos  lineamientos también se hacen extensivos en el artículo noveno,  al núcleo familiar y a los funcionarios que con ocasión del cumplimiento de sus funciones se encuentren en riesgo. Este artículo prevé la posibilidad  de protección en los casos en que el funcionario o su familia se encuentren en amenaza real o inminente contra su integridad personal o la de su familia, cada Institución de Inteligencia debe establecer los programas de protección pertinentes.

El artículo décimo da solución a uno de los problemas más críticos del servicio de inteligencia: la protección a la identidad de los funcionarios. Con este artículo, los servidores públicos de inteligencia  no están obligados a declarar sobre aquello que, por razón y en ocasión del ejercicio de su cargo, conocen en cumplimiento de las labores propias de inteligencia, preservando así su identidad evitando riesgos o amenazas en contra su vida.

En suma, estos artículos resuelven en gran parte los problemas nombrados con antelación, introduciendo el principio de una reglamentación que en un futuro requiere de más desarrollo y especialización. No obstante, con este articulado se le esta dando la protección y las herramientas necesarias para el buen funcionamiento del servicio de inteligencia, tan necesario en nuestro país.

Capitulo IV.  Coordinación de la actividad de inteligencia y contrainteligencia

Como se expuso anteriormente, el Proyecto 216 de 2004
 es un precedente dentro del Congreso al articulado propuesto.  El proyecto cuyo autor fue el H.S. Jairo Clopatofski Ghisays y cuyos ponentes fueron el entonces Senador Luís Alfredo Ramos Botero y el Representante Jaime Darío Espeleta, fue elaborado con apoyo del Ministerio de Defensa. La iniciativa alcanzó a cumplir tres debates, sin embargo se archivó en Plenaria de Cámara, por situaciones no relacionadas con el articulado.
El proyecto de 2004 en su primera versión poseía un capitulo final muy pertinente que buscaba mayor coordinación y relación entre las agencias de inteligencia, intención que también persigue el presente proyecto, es así que se incluye un  capítulo denominado “Coordinación de la actividad de inteligencia y contrainteligencia”, que consta de cuatro artículos.

Este nuevo cuerpo de artículos crea la Junta de Inteligencia Conjunta, su conformación, la periodicidad de sus reuniones.  Por otra parte, crea Juntas de Inteligencia Regionales con funcionamiento a nivel departamental y del Distrito Capital, replicando el modelo de funcionamiento de la junta nacional.
La Junta de Inteligencia Conjunta coordinaría la inteligencia nacional; el órgano lo integraría el Ministerio de Defensa Nacional, los comandantes de la Fuerza Pública y los directores de los organismos de inteligencia del Estado. 

La Junta realizaría análisis consolidados de inteligencia estratégica, para que el Presidente de la República y el Ministro de Defensa cuenten con la información necesaria para la toma de decisiones y la definición de políticas de seguridad. Bajo este esquema se lograría también una mayor especialización de las agencias. 

Se integrarían juntas de inteligencia regionales con las mismas funciones de la Junta de Inteligencia Conjunta dentro de los departamentos y el Distrito.  Juntas que contarían con la participación de los comandantes con jurisdicción departamental, el Director seccional del DAS y el Director Seccional del Cuerpo Técnico de Investigación de la Fiscalía General de la Nación.  

Estas juntas regionales permitirían agilizar el intercambio de información, los procesos de análisis y la toma de decisiones.

Conclusiones.

Honorables Senadores, aunque en Colombia se ha venido realizando y sofisticando el trabajo de Inteligencia de las Instituciones del Estado, no existe una legislación acorde que permita el desarrollo eficiente y armónico de la actividad de inteligencia. Esto en parte se debe a la poca discusión que estos temas tienen dentro de la opinión pública pero principalmente en el Congreso de la República, desconociendo la trascendencia estratégica que la recolección de información tiene para conjurar cualquier tipo de amenaza al orden constitucional y la seguridad de la población colombiana.

Es así como no se han desarrollado garantías para los servidores públicos que arriesgan su vida en esta difícil actividad, ni controles suficientes a los límites constitucionales que la actividad debe acatar.

El gobierno es conciente por otra parte de la necesidad de una arquitectura que vincule la inteligencia dentro de un marco de seguridad nacional. Sin embargo se plantea el presente proyecto como una parte necesaria para resolver los problemas que han sido visibles desde hace varios años u que han impedido una mayor eficiencia de la labor de las agencias de inteligencia por cuanto entre otras la ausencia de coordinación ha impedido muchas veces la realización de operaciones adecuadas.

Este proyecto de ley es un  paso importante para el reconocimiento y la discusión del desarrollo de la actividad de inteligencia y las herramientas que el país necesita para aumentar su seguridad frente a los desafíos propios del terrorismo, la violencia y la delincuencia común, con insumos para su positiva evolución, tanto en protección, en transparencia y en la necesaria adecuación a estándares internacionales.

Marta Lucía Ramírez de Rincón

Senadora de la República

Proyecto de Ley  N° ___  de 2007 Senado

Por medio del cual se expiden normas para la reserva y el secreto profesional en inteligencia y contrainteligencia, se establecen mecanismos para  la protección a los servidores públicos que realizan estas actividades y se dictan otras disposiciones
El Congreso de Colombia

DECRETA:

Capitulo  I

Principios generales

Artículo 1. – Objeto y alcance.  La presente ley tiene por objeto definir herramientas para la protección de los organismos y los servidores públicos que desarrollan actividades de Inteligencia y Contrainteligencia; así como para establecer los mecanismos necesarios que le permitan el cumplimiento de su misión constitucional, entre otras.

Artículo 2.  – Límites de la actividad de inteligencia y contrainteligencia.  La actividad de inteligencia y contrainteligencia será cumplida por los organismos que defina la Ley como tales y estará limitada en su ejercicio al cumplimiento estricto de la Constitución, la Ley, el respeto de los derechos humanos y el Derecho Internacional Humanitario y en especial de los derechos a la honra, al buen nombre y a la intimidad personal y familiar.

El director del respectivo organismo de inteligencia, velará porque ninguna información sea obtenida para propósitos diferentes a:

1) el interés de la seguridad y la defensa nacional;

2) la protección de las instituciones democráticas y de los ciudadanos frente a graves amenazas, tales como el terrorismo, el narcotráfico, el secuestro, el tráfico de armas y el lavado de activos. 

3) la prevención y la detección de la delincuencia organizada.  

Parágrafo. Todas las operaciones de inteligencia deberán estar plenamente soportadas y autorizadas por el respectivo organismo de inteligencia;  en ningún caso ni la agencia, ni  el agente de inteligencia podrá operar:

1) sin una misión de trabajo debidamente registrada, verificable y aprobada por el respectivo organismo, sometida a su control permanente.

2) motivado por razones de sexo, raza, origen nacional o familiar, lengua, religión, opinión política o filosófica.

3) para promover los intereses de cualquier partido político.

Artículo 3.- De la supervisión de la actividad de inteligencia y contrainteligencia.  El nominador en cada una de las entidades estatales que desarrollan actividades de inteligencia y contrainteligencia, designará un funcionario del más alto nivel que ejercerá las funciones de control de estas, de conformidad con la constitución y las leyes, sin perjuicio de las atribuciones asignadas a las autoridades judiciales y organismos de control del Estado.
Artículo 4. – Medidas para la Búsqueda y Obtención de Información. La labor preventiva de los servidores públicos que desarrollan actividades de Inteligencia y Contrainteligencia en cumplimiento de misiones, se entenderá que ha sido ejecutada en estricto cumplimiento de un deber legal.  Dichas actividades se llevarán a cabo mediante la ejecución de operaciones básicas y especializadas, a través de la utilización de medios humanos y/o técnicos, sobre personas naturales o jurídicas, de las cuales se tengan indicios razonables sobre actividades que puedan atentar contra la seguridad y defensa nacional y demás actividades previstas en el artículo 2 de la presente ley.

Capitulo II

De la reserva y el secreto profesional en Inteligencia y Contrainteligencia

Artículo 5. – Reserva.  Por la naturaleza de las funciones que cumplen las entidades estatales que desarrollan actividades de Inteligencia y Contrainteligencia, la información, material y los documentos que manejen en desarrollo de esta actividad, tienen carácter de información clasificada y estarán amparados por la reserva legal.

Artículo 6. – Compromiso de Reserva.  Los servidores públicos de las entidades estatales que desarrollen actividades de Inteligencia y Contrainteligencia, se encuentran obligados a mantener la reserva sobre la información de que tengan conocimiento. Quienes indebidamente y bajo cualquier circunstancia, den a conocer información o documentos clasificados, incurrirán en falta disciplinaria, sin perjuicio de las sanciones penales a que haya lugar.

Parágrafo. El deber de reserva permanecerá aún después del cese de sus funciones o retiro de la institución; hasta el término máximo que establezca la ley

Artículo 7. – Del Secreto Profesional en inteligencia y contrainteligencia.  Las entidades estatales que desarrollan actividades de Inteligencia y Contrainteligencia, pueden y deben contar con toda la información necesaria para el normal, adecuado, eficiente, legítimo y constitucional ejercicio de su misión; por ende, la información obtenida debe ser de circulación cerrada y de uso propio de estas instituciones; en tal virtud, todos los servidores públicos que las integren, estarán amparados por el secreto profesional.
Capitulo III

Protección a los servidores públicos que realizan actividades de inteligencia y contrainteligencia

Artículo 8. – Protección.  Con el fin de proteger la vida e integridad de los servidores públicos que desarrollan actividades de inteligencia y contrainteligencia, y para facilitar la realización de las actividades propias de su cargo, el Estado creará mecanismos para la protección de la identidad del funcionario que deberán ser utilizados exclusivamente en el ejercicio de sus funciones.

Quienes indebidamente y bajo cualquier circunstancia, den a conocer información sobre la identidad de los servidores públicos que desarrollen actividades de Inteligencia o Contrainteligencia, incurrirán en falta disciplinaria, sin perjuicio de las sanciones penales a que haya lugar.

Parágrafo.  En la implementación de los mecanismos de protección contemplados en este artículo, las entidades estatales pondrán en marcha las medidas de control necesarias y podrán suscribir los convenios interinstitucionales a que haya lugar.

Artículo 9. – Protección de los servidores públicos que desarrollan actividades de inteligencia y contrainteligencia y su núcleo familiar.  Los Servidores Públicos pertenecientes a los organismos estatales que desarrollan actividades de Inteligencia y Contrainteligencia, que con ocasión del cumplimiento de sus funciones, se vean compelidos a riesgo o amenaza actual e inminente contra su integridad personal o la de su núcleo familiar, tendrán la debida protección del Estado.

Para este propósito cada institución establecerá los programas de protección pertinentes.

Artículo 10. – De las excepciones al deber de testimoniar.  Los servidores públicos de las entidades estatales que desarrollan actividades de inteligencia y contrainteligencia no están obligados a declarar sobre aquello que por razón y ocasión del ejercicio de su cargo, se le ha confiado o conoce en cumplimiento de las labores propias de inteligencia.  Esta misma excepción aplica para la relación existente entre el funcionario de inteligencia y la fuente, colaborador o informante.

Capitulo IV

Coordinación de la actividad de inteligencia y contrainteligencia

Artículo 11. - Junta de Inteligencia Conjunta. Créase la Junta de Inteligencia y Contrainteligencia Conjunta como un organismo coordinador, asesor y consultivo, adscrito al Ministerio de Defensa Nacional, el cual ejercerá, con base en los principios de colaboración y coordinación, las siguientes funciones:

1 Coordinar la Inteligencia y Contrainteligencia estatal.

2 Presentar informes, análisis y recomendaciones al Presidente de la República, Ministro de Defensa Nacional, Director del Departamento Administrativo de Seguridad, al Comandante General de las Fuerzas Militares y al Director General de la Policía, sobre los temas y análisis de Inteligencia y Contrainteligencia que facilite la toma de decisiones.

3 Proponer al Gobierno Nacional las políticas para desarrollar en materia de inteligencia y contrainteligencia.

4 Adoptar y modificar su propio reglamento, teniendo en cuenta las políticas fijadas en materia de Inteligencia y Contrainteligencia, y

5 Las demás que le asignen el Presidente de la República, el Ministro de Defensa Nacional y el Reglamento.

Artículo 12. - Conformación. La Junta de Inteligencia Conjunta estará integrada por:

1. El Ministro de la Defensa Nacional, quien presidirá la Junta de Inteligencia Conjunta.

2. El Comandante General de las Fuerzas Militares.

3. El Comandante del Ejército Nacional.

4. El Comandante de la Armada Nacional.

5. El Comandante de la Fuerza Aérea Colombiana.

6. El Director de la Policía Nacional.

7. El Director del Departamento Administrativo de Seguridad, DAS.

8. El Director Nacional del Cuerpo Técnico de Investigación de la Fiscalía General de la Nación, como miembro no permanente.

9. El Director de la Unidad de Información y Análisis Financiero, UIAF, del Ministerio de Hacienda y Crédito Público, como miembro no permanente.

Parágrafo. Los integrantes de la Junta de Inteligencia Conjunta, o sus delegados, asistirán a las reuniones ordinarias o extraordinarias programadas.

Artículo 13. - Reuniones. La Junta de Inteligencia Conjunta se reunirá ordinariamente cada semana y extraordinariamente cuando sea convocada por el Ministro de Defensa Nacional.

Para efectos del control de las funciones atribuidas a la Junta de Inteligencia Conjunta, habrá una Secretaría Técnica desempeñada por el Viceministro de asuntos políticos y temática internacional.
Artículo 14. - De las Juntas de Inteligencia Regionales. Créase en cada departamento y en el Distrito Capital una Junta de Inteligencia Regional, la cual estará integrada así:

1. Los Comandantes de División y/o Brigada y/o Batallón del Ejército o sus equivalentes en la Armada Nacional y la Fuerza Aérea, con jurisdicción en el respectivo departamento y/o Distrito Capital.

2. El Comandante del Departamento de Policía.

3. El Director Seccional del DAS.

4. El Director Seccional del Cuerpo Técnico de Investigación de la Fiscalía General de la Nación, como miembro no permanente.

Parágrafo 1. Las Juntas de Inteligencia Regionales dependen jerárquicamente de la Junta de Inteligencia Conjunta.

Parágrafo 2. El Comandante militar de mayor jerarquía del departamento y/o Distrito Capital presidirá la Junta de Inteligencia Regional.

Parágrafo 3. Las Juntas de Inteligencia Regionales y sus miembros tendrán en relación con el departamento y el Distrito Capital las mismas obligaciones y funciones asignadas a la Junta de Inteligencia Conjunta.

Artículo 15. - Vigencia.  La presente Ley rige a partir de la fecha de su promulgación y deroga las disposiciones que le sean contrarias.

Marta Lucía Ramírez de Rincón

Senadora de la República
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